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RESJMEN: El presente articulo tiene 
por objeto analizar el panorama legis- 
lativo y judicial existente antes y des- 
pués de la reforma de 1991 al Código 
Civil español, en materia de responsa- 
bilidad civil de los maestros por los 
perjuicios causados par sus alumnos. 
En primer lugar, la autora expone los 
principales problemas que se deriva- 
ron de la regulación anterior a la re- 
forma de 1991, entre los que destacan 
la responsabilidad exdusiva y directa 
de los maestros, el uso de la d a  penal 
en lugar de la via civil, y la dificultad 
de demandar a la admiiiistración pú- 
blica, ya que se trata de la responsa- 
bilidad de una institucibn de educa- 
ción pública. En la segunda parte, 
explica el texto de la reforma, así 
como sus ventajas y desvtntajas. Final- 
mente, señala cuáles han sido los efec- 
tos de esta reforma y cuáles son las 
perspectivas para el futuro. 
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SUMARIO: 1. Introducción. 11. Status questionis anterior a la re- 
forma de 1991. 111. % 1/199I, de 7 de eneru, de leforma de los 
códigos civil y penal en materia de responsabilidad ciiiil del pr~esorado. 

IV. Linens de futum. 

1. INTRODUCCI~N 

La primitiva responsabilidad civil de los maestros por los perjuici 
causados por sus alumnos o aprendices, se encuentra encuadra 
dentro de la llamada responsabilidad extracontractual o "aquili 
na" -caracterizada por la inexistencia de una previa relación con- 
tractual entre el autor del daño y la víctima-, por hecho ajeno, 
es decir, que entra en juego cuando un alumno que se encuentra 
en tiempo y lugar que se pueden adjetivar de "escolares", lleva a 
cabo una actividad de la que resulta dañado otro, en su persona 
o bienes, incluyendo en ese "otro", cualquiera aunque sea ajeno 
a la actividad escolar. Supuesto distinto es cuando el daño se pro- 
duce directamente por el profesor al alumno, en cuyo caso no 
cabe duda de que el profesor responde también pero en virtud 
de sus propios actos. También cabría calificar de distinto el su 
puesto en que el daño se lo autoinflige el propio alumno a si 
mismo, pero, como ya veremos este caso ha solido tener cobertura 
también en lo dispuesto en el artículo que vamos a analizar. 

Pues bien, la responsabilidad civil de los maestros por los per- 
juicios causados por sus alumnos o aprendices está regulada con 
carácter principal en el articulo 1.903 del Código Civil español 
(CC), artículo dedicado a la responsabilidad por hecho ajeno cuyo 
tenor fue modificado por medio de la Ley 1/1991, de 7 de enero. 
Esta modificación no sólo alcanzó a lo establecido en el Código 
Civil para este supuesto, sino que implicó una modificación del 
Código Penal e, indirectamente, afectó al ámbito administrativo. 
Todo lo cual pone de relieve la repercusión que tiene este tema 
en diversos ámbitos. No obstante, en el presente trabajo sólo nos 
centraremos en las repercusiones en el ámbito civil. 

Con la reforma del régimen de responsabilidad de los maestros, 
se pretendió, por un lado, dar solución a la inquietud in crescendo 
que se venía manifestando en este colectivo en los años inmedia- 
tamente anteriores a la misma y, por otro, adecuar la regulación 
legal a la realidad educativa, muy distinta de aquella que tuvo 
presente el legislador cuando contempló esta materia en 1889, fe- 
cha de la que data el Código Civil español y que, en esta materia, 
permanecía inalterado. 

Habiéndose cumplido ya la década de esta modificación y no 
obstante la misma, actualmente se puede decir que se observan 
nuevas tendencias en este campo que no se pueden soslayar sino 
que, muy al contrario, han de ser tenidas en cuenta. 

Con el presente trabajo se pretende analizar el panorama le- 
gislativo y judicial existente antes y después de la reforma de 1991, 
para lo cual se ha dividido la exposición en tres partes dedicadas, 
la primera de ellas a una breve descripción de la situación exis- 
tente desde la promulgación del Código Civil hasta la reforma de 
1991; la segunda, a las causas que llevaron a esta modificación y 
las cousecuencias inmediatas de la misma: y, la tercera y última, 
a las líneas de futuro que se perfilan en la materia. 

Una primera aproximación a la regulación legal de esta materia 
nos lleva al párrafo sexto del articulo 1.903, CC, que es el que, 
de manera inmutable hasta la reforma de 1991, ha regulado esta 
cuestión de la siguiente manera: "Son, por último, responsables 
los maestros o directores de artes y oficios respecto de los perjui- 
cios causados por sus alumnos o aprendices, mientras permanezcan 
bajo su custodia". 

Sin embargo, no podemos centrarnos exclusivamente en estas 
breves líneas, sino que, para comprender bien la regulación y tras- 
cendencia de la cuestión, es necesario enmarcar y relacionar este 
párrafo sexto con los otros párrafos que componen, en el artículo 
1.903, la regulación de la responsabilidad por hecho ajeno en 
nuestro Código Civil; y, por otro lado, relacionar ese artículo 
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1.903 con e1 artículo 1.902, dado que juntos conforman el núcle 
de la regulación de la responsabilidad extracontractual. Por últim 
scrá necesario hacer referencia a la evolución que ese párrafo se 
to del articulo 1.903, CC, ha sufrido en su sentido y aplicació 
en los años que han mediado desde su redacción originaria has 
su modificación. 

1. Lectura del p á r r f i  sexto del articulo 1.903 dentro del contexto 
de la responsabilidad por hecho ajeno y de la responsabilidad 
extracontractual en general 

A. Marco legal 

La responsabilidad civil por hecho ajeno de los maestros debe 
ser leída y entendida dentro del contexto de la regulación que el 
Código Civil hacía y hace de la responsabilidad extracontractual 
o responsabilidad civil, también llamada en sus orígenes culpa 
aquiliana. Regulación que se encuentra plasmada fundamental- 
mente en dos artículos. 

En primer lugar, en el articulo 1.902, CC, se recoge la respon- 
sabilidad personal por hecho propio, es decir, el supuesto que se 
produce cuando una persona causa un daño directamente a otra 
interviniendo culpa o negligencia por su parte, tratándose de per 
sonas que no estaban ligadas entre si por otro vínculo que el ne- 
minem laedere consustancial a la vida en sociedad. En segundo lugar, 
se recogen una serie de casos en los que existe también respon- 
sabilidad, pero no como consecuencia de una actividad propia, 
sino derivada de la relación que media entre quien va a responder 
y quien causó el daño, que es lo que se conoce como responsa- 
bilidad por hecho ajeno, regulada en el artículo objeto de nuestro 
estudio, el 1.903, CC. En este articulo se impone expresamente 
un "deber legal" de responder, por declaración expresa del legis- 
lador, en virtud del cual se articula en otra persona la obligación 
de resarcir unos daños por él no causados; es por ello que las 
prescripciones del artículo 1.903 son taxativas o de n u m e m  clausus.' 

l Puig Peña, F., "Culpa cid", jy~aun Enciclop>edin Juddicn, Carlos E. Mascareñas (dir.), 

De este modo, el artículo 1.903 desglosado en seis párrafos, 
trataba -hasta 1.991- en cinco de ellos de otros tantos supuestos 
en los que la especial relación que media entre determiilados su- 
jetos, ya sea por motivos subjetivos u objetivos, va a conducir a 
su vinculación a la hora de responder: los padres responden por 
los daños causados por sus hijos (artículo 1.903, 20.); los tutores 
por los de sus pupilos -menores o incapacitados bajo su tutela- 
(artículo 1.903, 30.); los dueños de una empresa por los perjuicios 
causados por sus dependientes y empleados (artículo 1.903, 40.); 
la administración por los de sus funcionarios (artículo 1.903, 50.); 
y, finalmente, los maestros o directores de artes y oficios por los 
de sus alumnos o aprendices (artículo 1.903, 60.) .~ 

B. Fundamento de la responsabilidad por hecho ajeno 

Con carácter general se puede decir que el deber de responder 
por hechos ajenos, referido única y exclusivamente a los supuestos 
citados, encontró su fundamento originario en un doble motivo. 

Por un lado, en armonía con la línea subjetivista señalada en 
el artículo anterior, se entendía que todos ellos (padres, tutores, 
empresarios ...) respondían por culpa propia, al señalarse que si se 
había producido el daño era debido a que éstos no habían tenido 
la diligencia suficiente en el cuidado, vigilancia y atención de los 
menores, pupilos o dependientes que estaban a su cargo, para 
apartarlos de la ocasión de dañar a otros (culpa in vigLlando); o que 
no tuvieron diligencia bastante para escoger o elegir a sus em- 
pleados, impidiendo que un incompetente pudiera causar un daño 

Barcelona, 1954, t. VI, p. 112; ir/., Compendio (le <ioeLiiii i u i l ,  Pamplona, 1972, t. N, p. 565. 
Discrepa, en este punto, Santos Briz al rntrndrr que "la enumeración no puede considrr;ii\~ 
exhaustiva, sino sirnplrrnentr enunciativa o oii eiemplum; por tanto, podh nrnpliarsr por ana- 
logia". Santus Bi-ir, J., "Corncntaiio al nriiculo 1.903 del Código Civii", \.arios autoics, 
Comentiicia nl Cddip Ciziily co>npilncinnei,/arnles, Manurl Albaladrjo (dir.), Madrid, 1984, 
t. XXIV. o. 562. , . 

2 ESLOS cinc" supuest<>a qucdiiiin reducidos a cuaLro con la reforma de 1991, ya que 
la r~aponsabilidad de la adrnitiistiadón pui. los danos caiisados por sus funcionarii>s queda 
cxcluida dc este articulo, lo cual supuso I i  salida dcfinitiw de rsu matrria del Código Ciril 
y su asiinción tnmbiCn total y dcfiniti\~a por las leyes idrninirtiati~ar. 
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(cuba in eligendo). Es por ello que se entiende que estamos en pi 
sencia de una responsabilidad directa y no subsidiaria. 

Por otro lado, se daba u11 argurricrito de carácter social. 
señalaba que generalmente este tipo de personas (menores, in 
paces, dependientes...), son insolventes y sólo articulando este t 
de responsabilidad se podía garantizar a la víctima la indemni 
ción efectiva de su daño. 

El primer fundamento, el basado en la culpa era el de may 
peso originariamente, dados los antecedentes históricos3 que se 
plasmaron en el aserto "ninguna responsabilidad sin culpa". No 
obstante ha sido el segundo fundamento expuesto el que, con el 
tiempo, ha ido ganando terreno hasta el punto de ser uno de 1 
pilares sobre los que se fundamenta la responsabilidad objetiva, 
tendencia actual a la que pasamos a hacer referencia. 

C. Hacia una objetivación de la responsabilidad por hecho ajeno 

A partir de 1970, se observa con carácter global tanto en la 
doctrina como en la jurisprudencia, un cambio en la concepción 
subjetivista de la responsabilidad. Se trata de un movimiento que 
se produce de manera generalizada en los países industrializados 
y que va a afectar a la esencia misma de lo que es la responsa- 
bilidad civil. 

El origen del cambio se encuentra en la revolución industrial. 
Scaevola señala que la tendencia a la objetivación se inició a me- 
diados del siglo XIX "época del florecimiento del maquinismo, la 
industria y los medios de transporte, que crean [nuevas circuns- 
tancia~]''.~ Lo que constituía una "nueva circunstancia" era el he- 
cho de que el avance de la economía industrial llevaba aparejada 
la proliferación del empleo y funcionamiento de máquinas, apara- 
tos, ingenios e inventos que causaban daños a quienes las mani- 

3 Es preciso rccordni. la rnol-rnc h.ascendencia del piincipio clAsica romano dc la res- 
ponsabilidad por culpa, recogido por Justiniano (Dkesio 9, 2; fi~litucionpi 4, 9) y que ha 
pcrduiado en los distintos textos jurídicos hash mediados del siglo XiX, morncnro en el 
que tiene lugar In reoolucióii industrial, con todas las consecuencias que ello va a acarrear. 

4 Scae\.olu, M., Cddigo Civil. Corne>itn<h y ~oncordaiio, Madrid, 1961, t. XYXI (aris. 
1.902 a 1.929), p. 255. 
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pulaban o a terceros sin mediar, la mayor parte d 
culpa por parte del agente o del dueño de las mismas. Esto su- 
ponía una circunstancia nueva para cl dcrccho civil, ya que el 
sistema de responsabilidad por culpa regulado en el Código Civil 
-a pesar de que ya se había iniciado la revolución industrial para 
entonces- respondía a la mentalidad general de la época. Una 
mentalidad profundamente marcada por las relaciones económico- 
sociales de carácter, todavía, eminentemente agrícola, ganadero y 
artesanal; y, por tanto, un tipo de relaciones en las que los daños 
que podían ser causados por la actividad humana eran limitados 
y se producían por el empleo de medios e instrumentos domina- 
b l e ~  con facilidad por el hombre y contra cuya acción podía la 
posible víctima guarecer su persona y bienes. 

Al aumentar enormemente, con la evolución industrial, las po- 
sibilidades de causar perjuicios, posibilidades además cuyo control 
escapaba del dominio del hombre, el dilema ante el que se en- 
contraron los juristas era o bien prohibir ese tipo de actividad por 
su peligrosidad o bien decantarse por resarcir el coste de toda 
lesión que se produjera de esta manera. Dado que la primera 
opción era inviable, se optó por la segunda, asumiéndose las con- 
secuencias de una actividad arriesgada, pero socialmente útil.' Ju- 
rídicamente esto supuso el nacimiento de una corriente doctrinal 
que fundamentaba la responsabilidad del deudor en el riesgo pro- 
fesional y en la equidad, plasmado en el principio quibur est com- 
mudum ejus est penculum, que gráficamente se puede traducir como 
"el que está a las duras está a las  madura^".^ Lo cual supone que 
ante una actividad desarrollada por una persona o empresa que re- 
presenta una fuente de provecho para ella y un riesgo adicional 
para las personas o bienes que se encuentran a su alrededor, es 
posible imponer el resarcimiento de los perjuicios a cargo de quien 
materialmente dio lugar a ellos, a modo de contrapartida por la 
utilidad que tal actividad le proporciona. Y eso es así aunque el 
daño se haya producido sin poder evitarlo y habiendo puesto las 
precauciones técnicas debidas. 

s Roca, E., Derecho rie <lanos, Valcncin, 1996, p. 20. 
6 Scaevola, ofi. d., nola 4, p. 255. 
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Así es como apareció el llamado sistema de responsabilidad 
jetiva o por riesgo donde la responsabilidad se mide por el res 
tado dañoso. En estos casos no es que se excluya el análisis 
la diligencia con que actuó el autor del perjuicio, se trata de 
éste ya no sea el único criterio de atribución de la responsabilid 
de modo que se es responsable de las consecuencias económic 
del evento dañoso por razones de equidad. 

A todo este movimiento no es ajena la materia que venim 
tratando, ya que este matiz objetivo se ha ido introduciendo p 
a poco en los distintos campos del derecho y también en el á 
de la responsabilidad por hecho ajeno. La vía por la que se 
ido filtrando la objetivación ha sido a través de la interpretac' 
que se ha ido dando al apartado final del ~ r o ~ i o  artículo 1.S 

autores hablaron de que se estaba en presencia de "una presun- 
ción dr ~ul~dbi l idad,  que iilvierte la carga probatoria", cucstión 
de enorme trascendencia práctica porque: 

CC, donde se exime de toda responsabilidad a las personas men- 
cionadas en los párrafos anteriores cuando "prueben que emplea- 
ron toda la diligencia de un buen padre de familia para prevenir 
el daño". 

En un principio, la lectura que se hacía propugnaba que, 
darse este supuesto, es decir en caso de que el padre, tutor, maes 
tro, administración o patrono probasen que habían sido diligentes 
y vigilado adecuadamente, no incurrían en responsabilidad alguna 
de modo que ésta recaia sobre el patrimonio del vigilado e 
caso de que éste tuviere suficiente discernimiento y el acto daños 
le fuera imputable a tenor del artículo 1.902, CC; mientras qu 
si carecía de discernimiento, el daño quedaba sin resarcir, ya que se 
consideraba que en nuestro ordenamiento, a diferencia de otros: 

No hay base para mantener que, por equidad, pueda obtenerse re- 
sarcimiento (total o parcial) a expensas del patrimonio del incapaz, 
del daño que éste ocasionó a otra persona. Tal cosa constituiría un 
supuesto de responsabilidad siii culpa que, siendo excepcional en el 
derecho civil español, no puede admitirse sino cuando la ley lo es- 
tablezca.' 

De hecho el nudo de la cuestión consiste en demostrar si el presunto 
responsable obró o no con la debida diligencia, es decir si tuvo 
culpa. La dificultad de la prueba puede hacer fracasar muchas veces 
la demanda, así como inversamente puede resultar muy difícil para 
el responsable dar la prueba de su no culpabilidad. De ahí que esta 
presunción de culpahilidad, aún partiendo de principios opuestos, 
venga a conducir a resultados prácticos casi equivalentes o al menos 
próximos a los de la responsabilidad ~bjetiva.~ 

Es decir, que en principio se trata de aplicar las reglas de la 
responsabilidad extracontractual, basadas en la idea de que res- 
ponde el culpable, pero traspasar la carga negativa de la prueba 
al propio agente conduce a presumir su culpa de modo que a él 
le corresponde demostrar que obró con diligencia y que adoptó 
todas las medidas necesarias para evitar el daño y si no consigue 
demostrarlo, tiene la obligación de resarcir. Con lo cual, en prin- 
cipio se respetaba la regla subjetiva de que sólo respondía si era 
culpable, es decir, si no había conseguido probar su diligencia. No 
obstante, en este punto hay que advertir que la jurisprudencia se 
mostró muy restrictiva a la hora de admitir esa prueba en contra, 
hasta el punto que la doctrina dice que "no conoce caso en el 
cual haya podido hacer uso de esta cláu~ula".~ Esto dio paso a 
que, a partir de los años setenta, la jurisprudencia hablara, apo- 
yándose en este mismo párrafo, de "responsabilidad sin culpa" y 
de "objetivación de la responsabilidad" (Sentencias del Tribunal 
S ~ p r e m o , ' ~  16 iriarzo 1971, 15 febrero 1975 y 17 junio 1980, 
entre otras). 

8 Espin, D., iMNiunl de derecha hui1 espnñol, vol. 111: Obl&acioney contratos, Madiid, 1959, 
p. 404. 

s Carbajo González, J., "La iesponsabilidiid de los padres pat. los hechos de los hijos", 
Acluiili<l~zii C i d ,  1992-4, p. 735;  Kogrl Vidc, C., "Comentario a la sentencia del Tribunal 
Supremo de 14 dr matzo de 19702', Atiimria cb Derecho C i d ,  1979.1, p. 275. 

io A partir de tihora: STS. 
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Partiendo de esa presunción de culpa de la persona a qui 
incumbe la vigilancia o elección, se le acaba considerando resp 
sable del daño por incumplimiento de los deberes que le impon 
las relaciones sociales. De modo que la única prueba liberato 
a la que es posible acudir es "que el daño se ha producido 
una causa extraña"." 

Es así como llegamos a ver cómo entre la doctrina ya no 
extraño hablar, para referirse a estos supuestos, de protección 
de prevalencia de la víctima y de necesidad de que la responsa 
bilidad recaiga sobre un patrimonio que pueda hacer frente 
supuesto.'2 No obstante tampoco podemos obviar el hecho de qu 
a pesar de los pasos dados en este sentido por la jurisprudenci 
entre la doctrina había quienes veían, en el propio tenor liter 
de la normativa legal, un grave obstáculo a esta concepción ob- 
jetivista.13 

D. Conclusión 

Podemos decir, a modo de conclusión, que de la redacción del 
artículo 1.903 del Código Civil, donde se encuentra insertada la 
responsabilidad de los maestros en el marco más amplio de 
la responsabilidad por hecho ajeno, se deduce en primer lugar, 

11 Lacruz Berdejo, L., Elmentos <le derecho nuil, Barcelona, 1985, t. 11, p. 522. 
12 Así resultan muy ilirstrativas las palabras de Rubio Gaicia-Mina, cuando para referirse 

a los supuestos que conforman rl articulo 1.903, CC, dice que "son todos ellos supuestos 
quc la doctrina, e incluso el legislador, sc afana por justificar, declarando, a través de un 
sistema dc presunciones relativas o absolutas, culpable a u n  tercero, a sabiendas de que en 
la casi totalidad de las ocasiones, ni lo es ni tiene por qué serlo. Lo quc el ordenamiento 
en definitiva hace es escoger, con i~ireglo a ia escala de valores en cada tiempo y lugar 
prcvalecicnte, y entre los patrimonios dc quicncs inteivienen en cl proceso dañoso, aquel 
que debe soportar los pcyuicios. Entrc la situación del irsponsublc ci\,il y de la victima se 
inclina por íarorecer el interés de esta última, que estima. moialmentc menos implicada, 
mcnos próxima a las circunstancias causantes dcl dafio. Si por un momento riera licito 
tliisladar cl término culpa desde su sentido técnico-jurídico a otro vulgar muy predilecto de 
nuestro vocabulai.io cotidiano, diiiii que lo que hace la Icy es dctcrminar cu61 es el patri- 
monio del utular quc lc parece ticne m& la culpa, con objcto dc impcdir que los perjuicios 
recaigan sobre el que la uenr menos". Rubio Gascia-Mina, J., La rerpamobilidod civil nial 
emlirrsaG, discurso dc recepción cn la Real Academia dc Jurisprudencia y Legislación, Ma- 
drid, 1971, p. 36. 

1s Entre otros, véase Pascual Estcvill, L., La mjomabi l idd  e~lrncanlr~tctii<il, qui l innn a de- 
lichdnl, Barcelona, 1990, pat.tc especial, t. 11, vol. 20., p. 197. 
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que hay ciertas personas, las ahí enumeradas, que responden de 
los daños producidos por otros con quienes están vinculados por 
lazos de dependencia familiar, profesional o educativos. En segun- 
do lugar, que estas personas responsables lo son por cuanto han 
incurrido en culpa o negligencia en las funciones de supervisión, 
educación o dirección que les incumben en relación con los cau- 
santes materiales del daño; y por último, que, salvo prueba en 
contra, se presume su culpa, presunción que tiene su fundamento 
en la protección a la víctima. Punto, este último, donde tiene su 
reflejo la tendencia actual de la corrección del criterio subjetivista 
de los artículos 1.902 y 1.903, CC, y que acerca la responsabilidad 
basada en el principio de culpa a la responsabilidad por riesgo. 
Lo cual tiene la ventaja del resarcimiento en todo caso del daño 
sufrido, pero que presenta, por contra, los peligros de pérdida del 
fundamento de índole moral que servía de base a la responsabi- 
lidad por culpa, y de quitar, en cierta medida, el estímulo a la 
diligencia y al control vigilante con que ha de obrar el individuo 
en sus relaciones. 

Se puede decir, por último, que la responsabilidad recogida en 
todos los apartados de este artículo 1.903, CC, es una responsa- 
bilidad directa y no subsidiaria. Lo cual supone que el perjudicado 
no necesita reclamar al que le causó el daño, sino que puede 
dirigirse contra el que responde por éste dada su relación de je- 
rarquía familiar, laboral o docente. Se trata pues, de una respon- 
sabilidad directa por hecho ajeno que no se puede confundir con 
la responsabilidad directa por hechos propios que regula el artículo 
1.902, CC. 

2. E n  concreto, la responsabilidad por hecho ajeno imputable 
a los maestros 

Una vez visto el marco que acoge la regulación de la respon- 
sabilidad por hecho ajeno con carácter general, es el momento de 
centrarse en el concreto supuesto de la responsabilidad de los 
maestros y directores de artes y oficios por los perjuicios causados 
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por sus alumnos o aprendices (párrafo sexto del artículo 1903, en 
su redacción anterior a la reforma del 91). 

A. Fundamento de la responsabilidad 

Es de reseñar que, en su momento, hubo distintas postiiras en 
torno a cuál era el fundamento de la responsabilidad por hecho 
ajeno referida a los maestros tal y como estaba descrita en est 
artículo: la teoría de la representación que encuentra la explicaci 
de esta responsabilidad en la representación o apoderamiento q 
la ley otorgaría a los maestros;14 la teoría del riesgo que se bas 
en el principio quibus est commodum 4u.s est penculum, según el cu 
se entendía que el que se beneficia de la actuación de un depen- 
diente, debe cargar con los riesgos de su actuación dañosa;15 y, 
por último, la teoría subjetivista o de la culpa, que es por la que 
se decantó nuestra doctrina en el origen y que mantenía la cohe- 
rencia con el sistema pertilado y seguido por el artículo 1.902 y 
con lo dispuesto en los demás apartados del 1.903, CC. 

La responsabilidad de los maestros -que de darse, se materia- 
lizará en una indemnización que deberá ser satisfecha por su pro- 
pio patrimonio- se basa, siguiendo esta última teoría, en su deber 
de vigilancia, de ahí su responsabilidad -por culpa- cuando la 
persona necesitada de vigilancia y sometida a ella, causa un daño 
a un tercero o, incluso, a sí mismo. Es por ello que dicha res- 
ponsabilidad, al igual que dicho deber, abarca el periodo de tiem- 
po en que el alumno o aprendiz permanece bajo la custodia del 
maestro. 

Para graduar el deber de vigilancia del maestro basta con acu- 
dir a la regla contenida en el artículo 1.104 del propio Código 
Civil que, en su párrafo primero, hace referencia a la omisión de 
la diligencia que exija la naturaleza de la obligación y a las cir- 
cunstancias de las personas, tiempo y lugar, como factores a tener 
en cuenta para conocer la culpa y su grado. 

ir Dornai, J., Lei loii n2iiies dnm /sur ordre iznturel, Pat.ís, 1696, libro 2r>., p. 132. 
15 Tcoría n la que hace refeicncia Scacvoia para recha~arln; Scaevola, "p. d.. nota 4, 

p. 470. 
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Por otro lado, como ya hemos señalado al hablar del artículo 
1.903, CC, con carácter general, el párrafo final permite a los 
maestros, al igual que a los demás agentes curilerriplados e11 
los otros apartados, exonerarse probando que cumplió suficiente- 
mente su deber. Es decir, que también al maestro le afecta todo 
lo que hemos señalado acerca de la inversión en la carga de la 
prueba y sus consecuencias. 

B. Ámbito y tipo de responsabilidad: su euolución 

Siendo nuestro sistema de corte claramente culpabilista, ya ha 
quedado reflejado anteriormente, cómo ello no fue óbice para que 
nuestra doctrina se hiciera eco de las nuevas corrientes que ha- 
blaban de "responsabilidad sin culpa u objetiva", de "daño incul- 
pable" o régimen de la causalha$ung -por contraposición a la cul- 
pahaftung- y de la posibilidad de, en casos concretos, llegar a 
soluciones más justas para la víctima aplicando estas teorías.I6 Eso 
si, sin dejar de advertir que ese régimen "no puede imponerse 
como principio general", por tener "algo de brutal y mecánico, 
que pugna con nuestros criterios de valoración de los actos hu- 
manos"; de modo que se sigue considerando predominante "como 
principio general inconmovible, el de la culpabilidad. Sólo en de- 
terminados sectores y para especiales supuestos, cabe aceptar como 
más fructífero y más humano el principio objetivo de la causali- 
dad, bien en su forma pura, bien indirectamente invirtiendo la 
carga de la prueba"." 

Esta tendencia global por parte de la doctrina y de la jurispru- 
dencia hacia la objetivación, tiene también su reflejo en la con- 
creta responsabilidad de los maestros. Reflejo que se pone de ma- 
nifiesto en primer lugar en una extensión o ampliación de su 
marco de responsabilidad. Dado que es una responsabilidad por 
culpa, basada en los deberes de vigilancia que pesan sobre el 
maestro con relación a su alumno o aprendiz, al principio se en- 

is Manrcsa, J. M., Comnintioi ol Cddip Cid esyaol, Madrid, 1931, t. XII (artículos 1.790 
a 1.976), pp. 561 y 562. 

17 Puig Prña, op. d., nota 1, pp. 109 y 110. 
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tendía que la responsabilidad del maestro abarcaba los daños c 
sados por el aprendiz en el taller, es decir en el lugar donde rec 
dircctamente la enseñanza. No obstante, luego va a alcanzar ta 
bién a los ocasionados fuera del taller, siempre que se pruebe 
pueda presumirse que e1 maestro podía ~igi lar lo . '~  

Esta extensión está basada en una presunción de culpa que t 
ne, a nuestro entender, mucho que ver con la interpretación q 
se ha hecho del párrafo final del artículo 1.903, CC, ya comentad 
anteriormente. Esto es de gran interés por la extensión jurispru 
dencial que con el tiempo se ha dado a la responsabilidad de 1 
maestros a los daños que tienen lugar fuera de las aulas y fue 
del periodo de tiempo propiamente lectivo, en la práctica de ac 
tividades extraescolares y complementarias. Extensión jurisprud 
cial que luego será recogida por la modificación legal del precepto 
en 1991. 

C. Quién y por quién se responde 

El párrafo sexto del artículo 1.903, CC, es claro al decir que 
quienes responden son los maestros y directores de artes y oficios 
Es decir que la función de vigilancia que incumbe al centro r 
pecto de sus alumnos se encuentra personificada en una perso 
concreta, el concreto maestro. 

Esto tenía una clara justificación ya que, según un análisis d 
los antecedentes históricos y sociales de la relación que media 
entre maestros y aprendices, ésta se caracterizaba por ser una r 
lación equiparable a la que se derivaba de la patria potestad, e 
decir una relación caracterizada por el "absoluto dominio de 
maestro sobre el discípulo" y por "la fuerza del poder disciplinari 
del maestro"lg sobre éste. Además, en esa relación era común qu 
"el aprendiz conviviera con su maestro, compartiera con él y su 
familia, las comidas y se alojara con ellos en su casa o en el taller 

1s Scaevola, ol,. "l., not

a 

4, p. 480. 
13 Diaz Alabart, S., "Un apunte histórico para la dererrninación de la responsabilidad 

dc !os rnaesu.os en CI articuiu 1.903 del Código Civil", Cmienniio del Cúil@ Ciz~il (1889-1q89), 
Madrid, 1990, \,ol. 1, pp. 694 y 695. 

mism0".2~ Es decir que se trataba de una relación cuasi familiar. 
Otro dato viene a apuntalar lo peculiar de la relación que me- 
diaba entre macstros y aprendices, y es que, tal y como pone de 
relieve Scaevola, éstos se encontraban ligados por un contrato la- 
boral de aprendizaje -contrato regulado por Decreto de 31 de 
marzo de 1944- configurado de tal manera (artículos 137 a 139) 
que la relación "se asemeja a la patria potestad o a una tutela 
limitada al ámbito laboral"." De todo esto se deduce que la re- 
lación maestro-aprendiz era una relación que podríamos clasificar 
como a caballo entre la relación que media entre padres e hijos 
y la antigua relación entre el empresario y su dependiente. 

A pesar de que de lo dicho se deduce que la relación maes- 
tro-aprendiz en la que está pensando el Código Civil es una re- 
lación muy concreta, con el tiempo este precepto se va aplicando 
a toda relación maestro-alumno aunque no medie contrato de 
aprendizaje, relación que tiene unos rasgos distintos a aquéllos, lo 
cual provoca que surjan algunas preguntas, fundamentalmente en 
relación al ámbito de aplicación del precepto: les aplicable a todo 
ámbito escolar?, ¿sólo a los centros que acogen en sus aulas a 
menores?, jmenores en el ámbito escolar obligatorio o también en 
actividades de libre realización o extraescolares? ... A esta proble- 
mática, la doctrina trata de dar respuesta así, por ejemplo, Borrell 
Macia opina que dado que es preciso que el maestro tenga un 
deber de vigilancia "parece que no entran en este caso los estu- 
diantes de Universidades; los que asisten algunas horas en acade- 
mias, gimnasios, etcétera".22 También la mayor parte de los au- 
tores, siguiendo a los anotadores de Enneccer~s?~ estimaba que 
la responsabilidad de los maestros sólo se daba con relación a los 

20 Ibi<lm, p.  696. En efccto, tnmbiin el Código de Nupolr6n mvo en cuenta, a la hora 
de regular la responsabilidad del rniiertro, la relnción que mediaba entre éstos y los aprcn- 
dices, en In cual cstos últimos eran "iilimrniados y alojados cn cara del patrono y Iorinaban 
parte de la rarnilia". Lacruz Bcrdeio, 1. L., o#. d., not? 11, p. 574. . . 

21 Scicevola, al,. "t., nota 4, p. 479. 
22 Boircli Miicia, A,, R r ~ a i u a b i i i < l /  <lm'iiii,lnr ds CLU@,L eitracunlrnliunl civil. Estsluliui lb1 nrliailo 

1.902 del Cdilko Civil y breves carnentriio~ (8 los nrifculor 1.903 Y 1.910 <le1 orol,i,ia mcueigo leyni, 
~ ~ ~ - 

Barcelona, 1958, p. 174. 
25 Ennecccrus, L., Derelhn (18 o6liq<tciunes, trad. y ndap. a la legisiacióii y jurisprudcnicia 

española por Blas PErcz Gonzálcz y Jost Aiguei, Barcelona, 1966, t. 11, i.01 20., p. 1127. 



alumnos menores de edadz4 tomando como referencia fundamen- 
talmente dos datos: primero, el hecho de que el contrato de apren- 
dizaje, tal y como estaba regulado, pensaba en el aprendiz como 
un menor de edad, y, segundo, que el deber de vigilancia encaja 
más con la minoría que con la mayoría de edad.2" 

Por otro lado, la extensión de este artículo a toda relación 
maestro-alumno, en el sentido que se aproxima más a lo que aho- 
ra conocemos, conduce a que se diga que cuando "el menor, 
alumno o aprendiz, comete el acto ilícito desarrollando, además, 
una actividad de trabajo o laboral, el supuesto ha de incriminarse 
a tenor del párrafo 40. del artículo 1.903 y no del 60.", ya que 
en ese caso de lo que se trata es "no una relación docente, sino, 
sobre todo de dependencia o subordinación laborai".2Qs decir, 
que en ese caso concreto, el maestro actuaría como empresario, 
debiendo por tanto de ser tratado ese supuesto por el párrafo 40., 
relativo a la responsabilidad del empresario, en lugar de por el 
párrafo 60., relativo a la responsabilidad del mae~tro .~ '  Además, 
a pesar de que el artículo 1.903, CC, señalaba claramente que el 
responsable era el maestro, en muchas ocasiones las reclamaciones 
se dirigían contra el centro docente en su calidad de empresario 
''escapando el demandante del régimen del párrafo sexto para in- 

24 Opinión mantenida, entre otros, por Angel Yagüez, R. de, La respomabilidod d l ,  
Deusto, 1988, p. 191; Scaevola, o!. d., nota 4, p. 479. 

25 ES preciso señalar, no of>stante, que ésta no era una opinión pacifica, ya que existian 
opinioiies en contra como la de Rogcl Vide (Rogel Vide, C., La resjonsabilidad ciiiil extracan- 
lructzial, Madrid, 1977, p. 167); Puig Brutau Fuig Brutau, J., Fundamortos de derecho ic i l ,  Bar- 
celona, 1956, t. 11, p. 691); o Santos Briz (Santos Briz, J., ay. cit., nota 1, pp. 575 y 576). 

25 Santo8 Briz, J., 0). cit., nota 1, p. 576. Hay seiitencias que sc han manifestado en 
esta línea, como es cl caso del supuesto recogido por la Sala primera del TS, ll-abril-1935, 
en el que un menor dc 12 años, alumno aprendiz de una granja explotada por una dipu- 
?ación provincial, atropelló y mató a un ciclista cuando iba conduciendo un carricoche 
propiedad de la granja. EL Tribunal Supremo declaró la i~í~onsabil idad de la diputación 
cn virtud, no del sexto - q u e  era el in\,ocado por el demandante-, sino del párrafo 
cuarto dc estc articulo. 

27 Drspuéa de la rcforma dcl 91, también se insiste en esta idea. Así, Pantalcón Prieta 
seiiula que cuando el alumno sufre un daño par falta de diligencia del maestro, es cl titular 
del centro doceiitc cl que responde por hecho ajeno en virtud dcl párrafo cuarto (rcspon- 
sabilidvd del ernprcsaiio); mientras que si el alumno o un tercero sufren daños por la c 
ducta dc otros alumnos, es cuando entra en juego el párrafo quinto. Pantaleón Prieto, 
Voz "Rcsponsabilidad por hccho ajeno", Enciclnpedia Juridicn Bbncn, Madrid, t. IV, 19 , 
pp. 5957. 
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cardinar su pretensión en el párrafo cuarto, todo ello sobre la 
base de la relación de dependencia o subordinación existente entre 
el centro y sus profeso re^".^^ Ilay riurricrosas sentencias que así 
avalan este dato.29 Quizá incidía en este aspecto el hecho de que 
este párrafo sexto se refiriese a los daños causados por los escolares 
a terceras personas, de ahí que cuando se trataba de daños sufri- 
dos por el alumno en el centro, se tenía que recurrir al párrafo 
cuarto. 

Llama la atención, no obstante, el ver como el supuesto típico 
de la relación maestro-aprendiz en que se basa históricamente el 
tenor de este artículo, es entendido ahora por los autores como 
fuera del ámbito del párrafo 60. y desplazado al 40. donde se 
regula la responsabilidad del empresario con relación a su depen- 
diente; para luego, sin embargo, aplicar al párrafo sexto (al maes- 
tro) las consecuencias de la objetivación de la responsabilidad del 
empresario. 

Es curioso observar, además, cómo en este ámbito se ha pro- 
ducido un doble movimiento contradictorio. Por un lado, la res- 
ponsabilidad de los maestros se va ampliando a supuestos que des- 
bordan lo que, en un principio, era la concreta y específica 
relación maestro-aprendiz, en los términos señalados anteriormen- 
te: y por otro. la tendencia a la obietivación -con la oresunción . .  . ~ - - -  

de culpa que lleva a extender el ámbito de aplicación de este 
precepto al daño ocasionado en el tiempo en que esté bajo su 
custodia y vigilancia, es decir, bajo su dependencia y en el desa- 
rrollo de su actividad- implica un acercamiento de la relación 
del maestro con el alumno, a la del patrono con su empleado o 
empresario con su dependiente. Es decir, en cierta medida, lo que 
podría entenderse como una vuelta al origen en que entre apren- 
diz y maestro mediaba un contrato laboral que aproximaba esa 
relación a la del empresario, pero con el peligro de que el ámbito 
de la responsabilidad del empresario es el lugar más propicio para 

28 Yzquierdo Tolsada, M., Aspaclor cicilee del nuezio C6di~o Pennl (~dspunsnbilidd ci i l ,  tuieia 
h l  deracho de ~iédilo, <U$CCIOJ del derecho de j%miliej, Madrid, 1997, p. 300. 

29 En algunas se derestimó In'prctenrión al entendet. que el ccntro había obsei~ado la 
diligencia debida (SSTS, 17-diciemhre-lg41; 15-junio-1977; 21-noviembre-1990); en otras, 
sin embargo, sr cstimó condenando al centm (SSTS, 10-noviembie-1990; 3-diciembre-1991). 



700 V E R ~ N I C A  SAN J U L I ~ N  PUIG 

la responsabilidad objetiva pura y dura, ya que esa relación 
establece para obtener un lucro y el que obtiene un benefic 
creando un riesgo, ha de responder de los daños derivados de 
actividad. Sin embargo, parece que repugna a la razón aplic 
este principio a lo que ocurre con el maestro cuya principal pr 
tensión estriba en prestar un servicio, el nada desdeñable servic 
de educar a un menor, y con ello, a mi entender, ni obtiene u 
beneficio equiparable al del empre~ario;~" ni, mucho menos, crea 
un riesgo con su actividad que tenga que llevar a asumir la res- 
ponsabilidad en todo caso. 

Por último, señalar que ya en algunos autores encontramos 
apuntadas las líneas que luego van a quedar plasmadas en la re- 
forma y que no se alejan demasiado de las ideas expuestas hasta 
aquí, en el sentido del desplazamiento de la responsabilidad del 
concreto maestro al titular del centro educativo, lo cual no sería 
sino entender toda actividad docente a modo de una empresa. Así 
Diez Picazo dice que: 

No hay que descartar la responsabilidad del centro o instituto en 
que se imparte la enseñanza, debiéndose considerar que esas per- 
sonas son las encargadas de ejecutar la prestación de educación. El 
centro o instituto responde por el hecho de sus subordinados, lo 
mismo que el empresario responde de los danos causados por sus 
empleados.31 

Lacruz va más lejos y, apuntando claramente en la línea de la 
posterior reforma, dice "cuando el alumno es confiado a un esta- . 
blecimiento con una pluralidad de profesores, es el establecimiento 
mismo, en cuanto persona jurídica [directores de establecimiento] 
el que responde de la culpa de cada uno de sus docentes, al pa- 
recer con preferencia al inmediato culpable".32 

30 Aunque hay vutorcs que si enticndcn quc el maestm obtiene un lucm, en este sentido 
se exprcsn Santos Briz: "ya que iiai como por la cnse"anra reciben una rcmunei-ució~i, justo 
es que saportcn los riesgos quc era situación pucda originar, incluso sin necesidad de prueba 
estricta de 1% culpa dcl que rcsponde por hecho ajcno", Sniitos Briz, uj i .  cit., nota 1, p. 576. 

si Dicz Picazo, L., Siilemii (ie h ~ h o  h i l ,  Madrid, 1992, t. 11, p. 629. 
32 Lacruz Bedejo, op. i l . ,  nota 11, p. 574. 

REGUWCIÓN DE LA RESPONSABILIDAD EXTI<ACONTRACTUAL 701 

Podemos concluir que la responsabilidad de los maestros regu- 
lada en el párrafo sexto del artículo 1.903, CC, al igual que la 
responsabilidad contenida en los demás apartados de ese artículo 
(padres, tutores, empresarios y administración), es una responsabi- 
lidad directa, no subsidiaria -a pesar de que García Goyena llega 
a una conclusión contraria-.3" 

Responsabilidad que se basa en la culpa o negligencia del macs- 
tro que no prestó la debida vigilancia a quien estaba bajo su de- 
pendencia;3+ es decir, por incumplimiento implícito de los deberes 
que le impone el víncuio que le une a su discípulo, y que, incluso, 
puede ser incumplimiento supuesto, porque la culpa llega a pre- 
sumirse, dando lugar a una inversión en la carga de la prueba. 

Por otro lado, responde de los daños producidos en el ámbito 
físico concreto del aula o taller donde tiene lugar la instrucción 
del menor, así como en cualquier otro lugar donde se produzca 
el daño siempre que sea en el periodo de tiempo en que éste se 
encuentra bajo el manto de su vigilancia y protección. 

Responde el maestro, pero la tendencia a la objetivación y la 
consiguiente extensión en el marco que abarca ese deber de vigi- 
lancia, lleva a aproximar la relación maestro-discípulo a la del 
empresario-dependiente y a empezar a considerar un posible des- 

33 Garcia Goyena, en su comentario del ui-tículo 1.901 dcl Proyecto de Código Civil 
dc 1850 -artíciilo de idéntica redacción ui 1.903 dcl CC dc 1889- considera quc hay que 
hacer una lcctura dc este articulo en conexión con lo dispuesto en el Código Penal (en 
concreto con lo dispuesto en los artículos 16 y 18 del CP de 1848) y puesto que rn clios 
''ac declara nibxidionn la responsabilidad civil de los amos, mucstros y personas dedicadas u 
cualquier género dc industria por los delitos o faltas de sus criados, discípulas, oficiales, 
aprendices o dependientes en el desempeño de su obligación o sci~icio. Subsidiaria, pues, 
debr dc ser timbii-n la icsponaabilidad civil en los casos de los pRrrnhs 4 y 5 dc este 
articulo (rcsponsabilidad del emprrsal.ir> y de los macstios), poiquc no debe ni purdc scr 
mis fuerte e intensa la responsabilidad por +le ni& a negl&endn que la procedente dc la 

&/la a ildiln" Giiicia Goyena, F., Cunmidnncirii, rnolivni y comenlnhs tiel Cddigo Ciinl mpnñal, 
Madrid, 1852, t. IV, p. 255. El propio Lacruz, Iiuciétidose cco de esta reflexión de Gaicín 
Goyena, icsponde al mismo que "el iiigumento es encclcntc, pcro va Iioy con1r.i la tendencia 
política jurfdica de hacer autónoma y principal In rcsponsabilidad del empresario". Laciuz 
Bcidcjo, oji. cit., nota 11, p. 573. 

31 Tanto es así que, po~. esa fali;i de cuidado o vigilancia, se le considera "autor moral 
dc dicho daño". Mani-era, oi>. d., nota 16, p. 560. 
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plazamiento en quien ha de ser el responsable directo del dañ 
el titular del centro en lugar del profesor. 

111. LEY 1/1991, DE 7 DE ENERO, DE R E F O R ~  

DE LOS C ~ D I G O S  CIVIL Y PENAL EN MATERIA 

DE RESPONSABILIDAD CIVIL DEL PROFESORADO 

La situación legal del profesorado, tal y como estaba perfil 
en el análisis que acabamos de hacer, hacía tiempo que ve 
provocando el que, entre las personas dedicadas a la docen 
existiera un clima generalizado de malestar y p r o t e ~ t a . ~ ~  Ya se 
apuntado que, con el transcurso del tiempo y la incidencia de 
nuevas teorías, la relación profesor-alumno o aprendiz había 
nado mucho, en su concepción y materialidad, con respecto a 
realidad que existía en el momento de redactarse el Código Civ' 
Todo lo cual llevó a que -se entendiera que el régimen establec 
en el artículo 1.903, 60., CC, atribuía una excesiva responsabilid 
a los maestros por los daños que pudiesen causar sus alumnos y 
que se iniciara, a finales de los años ochenta, todo un movimient 
entre .los docentes de las enseñanzas primaria y media, que, entr 
otras cosas, perseguía la reforma de este precepto y que iba 
culminar precisamente con dicha reforma. 

35 Malestar que se puso de relieve a través de los medios de omunicación ge 
como: El Pnis, avtículos de César Díaz, de 16 de septiembre dc 1987, y de Pío Maceda 
20 de octubre dc 1987; ABC, articulo de Antonio Martin Castm, de 6 de octubrr de I 
y también de los medios de comunicación dc ámbito proresionai, como en El 
E~poñol, articulas aparecidos del 16 al 22 y dcl 23 al 29 de septiembre dc 1987. 
que también fuc recogido por la doctt.ina cioillstica: véase Díaz Alabart, op. cil., nota 1 
p. 693, o Gómez Calle, E., "Responsabilidad civil cxtracontractunl. RcCormn de los códi 
civil y penal en materia de responsabilidad civil del profesorado. Ley 1/1991, dc 7 de en 
Anuario de D d o  Cikl, 1991, enero-marzo, p. 272. 

36 Ya la práctica había demostrado "lo anacrónico de ia reducción, pcnsadri para 
estado de la economíii de carácter grcmivl y artesanal, como era la propia del XIX, y 
para scr reflejo de la organización escolar de nurstt.os días". Yzquierdo Tolsad 
op. d., nota 28, p. 300. 
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1 .  Estudio de los debates parlamentarios 

A través del ebludio de los debates parlamentarios a que dio 
lugar esta cuestión, conoceremos la problemática que subyacía, así 
como las propuestas que se hicieron para su resolución. Alguna 
de estas propuestas veremos que ha tenido su reflejo en la modi- 
ficación llevada a cabo y plasmada en la Ley del 91; otras, por 
el contrario, que coincidían con lo que entonces eran líneas inci- 
pientes en la jurisprudencia, no tuvieron acogida en la reforma 
pero se han reforzado en la jurisprudencia actual, como también 
veremos en el apartado siguiente. Por último, será preciso evaluar 
cómo ha incidido la reforma y qué cambios reales ha supuesto. 

A. Cawas que ll6uaron a la mod$cación de 1991 

Entre las causas que llevaron a este conflicto y que fueron in- 
vocadas para pedir la reforma en materia de responsabilidad civil, 
son de destacar, por reiteradas las siguientes: 

a) El riesgo de las actividades extraescolares era asumido exclu- 
sivamente por los profesores tanto en su responsabilidad 
como en su indemnización que recaía sobre su patrimonio 
directa y ~ompletamente.~' El personal docente, que tiene la 
obligación de acompañar a los alumnos en las actividades 
educativas, se sentía sin protección ni cobertura legal en caso 
de producirse un accidente. Todo esto condujo a que, en 
algunos centros, se optara por suprimir las actividades ex- 
traescolares y complementarias -consideradas de mayor ries- 
go-; mientras que, en otros centros, buena parte de los pro- 
fesores se negaban a realizarlas, con lo que ello implicaba 
de disminución en la calidad de la enseñanza y pérdida en 
la actividad pedagógica de los centros. 

b) Utilización de la vía penal para demandar a los profesores. 
En los últimos años se había producido un notable iucremen- 
to de las demandas y reclamaciones originadas por los daños 

37 Véase Diario dc Sesiones dr Comisioiies, núm. 51, dc 10 de no~iembic de 1987. 



derivados de actividades escolares o extraescolares, celebra 
dentro o fuera de los centros  educativo^.^^ Y, curiosamen 
a pesar de la existencia de tres vías de reclamación pos' 
frente a estos hechos: la vía contencioso-administrativa, la 
vil y la penal; era ésta última la que se utilizaba con ma 
frecuencia contra los maestros, por ser la más rápida en 
tramitación y resolución, la que implicaba menores co 
para los particulares, y porque, además, dejaba abiertas 
otras dos vías en caso de no prosperar ésta. Esto, sin 
vino a incrementar la inquietud y preocupación de los 
tros, quienes veían que, no sólo debían de responder de esto 
daños, sino que además tenían que hacerlo en la vía pen 

c) No se aplica la responsabilidad de la administración cuan 
el daño se produce en un centro público. A pesar de que 1 
normativa vigente establecía la responsabilidad directa de 
la administración en esos supuestos, la realidad ponía de relieve 
que la administración no se hacia cargo de su responsabili 
dad, al interiretar restrictivamente la expresión constituciona 
"funcionamiento de los servicios públi~os".~9 

d) Se plantea como un problema que sólo afecta a los centros 
públicos. Llama la atención el hecho de que sólo haya cons 
tancia de movilizaciones con relación a este tema en la 
enseñanza pública, cuando este es un problema que, en prin- 
cipio, afecta al colectivo de maestros en general, con inde- 
pendencia de si imparten su docencia en un centro público 
o privado. La explicación que se encuentra es que se trataba 
de un problema que se presentaba sin solución, sólo en los 
centros públicos porque los privados lo habían previsto y so- 
lucionado, cumplimentando pólizas de seguros. Pólizas que 
-según se deduce de los argumentos presentados en los de- 
bates parlamentarios- eran alegadas como gastos de mante- 
nimiento y, por tanto, subvencionadas indirectamente por el 

Estado.40 Lo cual se entendía que, además, producía una dis- 
criminación respecto de la enseñanza pública. 

B. Soluciones propuestas 

Una vez vistas las principales causas que motivaron el estallido 
del conflicto, vamos a pasar a ver cuáles fueron las soluciones que 
se fueron apuntando y barajando mientras duró el mismo. 

a) Circular de 14 de octubre de 1987. Una de las primeras 
posturas adoptadas ante el conflicto fue la de la Subsecretaría 
del Ministerio de Educación y Ciencia, que optó por dirigir 
una circular a los centros docentes públicos con instrucciones 
sobre la responsabilidad civil. 

La razón de esto es la toma de conciencia, por parte del 
Ministerio, de que incluso estando tan suficientemente regu- 
lada esta materia -como por su parte se había venido ale- 
gando-, los particulares se habían visto empujados a elegir 
la vía penal, era por un problema procedimental, por la len- 
titud del procedimiento por el que se atendían las reclama- 
ciones en la vía administrativa. Es por esto que en la circular, 
la administración educativa se comprometía a asumir con 
plazos más breves 4 0 s  meses- las indemnizaciones, res- 
tringiendo radicalmente la tramitación bur~crática.~'  

Así pues, el objetivo de la circular de la subsecretaría era 
doble, ya que abarcaba los intereses de padres y maestros. 
Por una parte, tranquilizar a los docentes para propiciar que 
las reclamaciones se dirigieran, no contra ellos por vía penal, 
sino directamente contra la administración; y garantizándoles, 
en todo caso, la defensa civil o penal por parte de los letrados 
del Estado, en caso de que los particulares acudieran a esas 
vías. Es decir que, en ningún caso, fuera cual fuese la vía 
por la que optaren los particulares, iban a estar desprotegi- 

.+o Ihm. 
38 Véase Boietin OJinnl de /ni Corfa~ Gnmaiej, núm. 36, dc 20 dc fcbrcm dc 1987. ri Véase Diario dc Sesionrr dcl Pleiio y Dipuiación Permanente, núm. 100, de 13 dc 
39 Véase Diario de Sesianrr de Cornisionra, núm. 89, de 10 dc marzo de 1987. abril dc 1988. 



706 V E R ~ N I C A  SAN JULIÁN PUIG 

dos. Y el segundo objetivo perseguido era dar satisfacc' 
los padres a través de una respuesta rápida por parte 
adrriiriis~ración.~~ 

b) Procedimiento abreviado para tramitar este tipo de recl 
ciones. Insistiendo en la problemática que ya había det 
la circular, el gobierno señalaba la necesidad de dictar 
norma que otorgara definitivamente estabilidad al siste 
Esa norma tendría que establecer un procedimiento más 
cillo y abreviado para hacer frente a los supuestos que 
planteaban en la práctica respecto a la responsabilidad de 1 
maestros.43 

c) Que la administración sea quien efectivamente respon 
Puesto que del texto constitucional se deduce claramente q 
es la administración educativa española quien debe asu 
los riesgos dimanantes del ejercicio profesional, se propon1 
que el gobierno enviara a las cámaras, cuanto antes, un pro 
yecto de ley que contemplara en su articulado las peculiari 
dades de la función docente y que garantizara esa responsa- 
bilidad objetiva y directa de la admini~tración.~~ 

d) Derogación de artículos desfasados, y establecimiento de una 
responsabilidad objetiva. Por último, se hacía referencia de 
forma expresa a la regulación contenida en relación a esta 
materia en los artículos 1.903, CC, y 22 del Código Penal,45 
para pedir que dichos artículos se derogasen por desfasados. 
Se alegaba el cambio operado en el modelo educativo que 
lo hacía encontrarse dentro de unos moldes de mayor liber- 
tad que lo apartaban del modelo autoritario anterior donde 
el maestro, además de enseñar unos conocimientos, cumplía 

~2 Véase Diario de Sesiones de Comisiones, núm. 51, de 10 dc noviembre de 1987, y 
BoleNn OWl ,b I m  Cork Generabs, D-146, de 11 de febrero de 1988. 

1 3  Véase BoIelh Ojmnl ;le los Corbr Generiiiei, núm. 181, de 28 de miiizo dc 1988. 
11 Vénse Boielln Oficilil de lm C~orbs Gnnnies, núm. 36, de 20 <ic fcbrrrv dc 1987. 
45 Ei aráculo 22 del CP dc 1973, decía asi: "La rcsponrabilidiid subsidiaria que sc 

establece cn el articulo antciior scri iambién extensiva a los amos, maestros, piisonas, cn- 
tidades, or,pnismos y empresas dedicadas n cualquier genero de induswia, por los delitos o 
h i t a s  en quc hubiesen incurrido sus criados, discípulos, aficialcs, aprendices, ernpicvdos 
o dependientes en el dcrcmpeñri de sus obiigaciotics o sm\-icio". 
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otras funciones distintas de las docentes, entre otras, 
ción aue se podría caracterizar como claramente "po ici 

En opinión de Ollero Tassara, en el siglo pasado se pen- 
saba que quien debía responder era el maestro, pero -aña- 
de- con la Constitución en la mano ya no se puede seguir 
manteniendo la misma postura, ya que en ella se establece 
claramente la responsabilidad objetiva de la administración. 
Como, por otro lado, era conscientes, de que la enseñanza 
no es toda ella estatal y que, por ello, iba a haber personas 
afectadas también por accidentes que no son funcionarios, 
señala que hace falta una cobertura para  todo^.^' Para ello, 
no sólo se debían derogar esos artículos, sino que tenían que 
ser suplidos por otros donde, siguiendo las modernas teorías 
del derecho y de la jurisprudencia que tienden a la objeti- 
vación de este tipo de responsabilidad, se establecieran los 
criterios que permitieran la socialización de los riesgos y de 
los daños, porque lo verdaderamente importante es, en todo 
caso, que el lesionado fuera resarcido. De modo que, en la 
medida en que el cuerpo social es partícipe de los hechos 
dañosos, también el mismo tiene que venir obligado a asumir 
el resarcimiento de los daños.48 

e) Seguro. Por último, se apuntaba la existencia de fórmulas 
aseguradoras que estaban siendo empleadas en el sector pri- 
vado pero no en el público, de ahí que se planteara como 
absolutamente necesario articular coberturas de seguros de 
responsabilidad civil que, por su específica naturaleza, podían 
ofrecer una serie de garantías, tanto jurídicas como indem- 
nizatorias, para todos los profesionales de la enseñan~a.~"  

rc Véase Diario dc Sesioncs dri Plcno y Diputación Permanente, núm. 102, de 19 de 
abril de 1988. 

r/ VCase Diario de Srsioncs del Plena y Diputación Permanente, núm. 102, de 19 de 
abril dc 1988. 

48 Véase Diario dc Seiioncs del Plcno y Diputación Permanente, núm. 100, de 13 de 
abril de 1988. 

rs Véasc Boletin Oficial dc las Cortes Gcneralcs, núm. 36, de 20 de Ccbrrro dc 1987 
y DSP-100, dc 13 de abril dc 1988. 
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2. Reforma introducida por la L y  1/1991 

Tras uri largo periodo de tiempo en que se alternaron diálog 
y movilizaciones, se estudiaron los problemas planteados y se ba- 
rajaron las propuestas posibles, finalmente se optó por modificar 
los artículos existentes en los códigos civil y penal en materia de 
responsabilidad de los maestros, cosa que se hizo a través de la 
Ley 1/ 1991, de 7 de enero.g0 

Fijémonos en cómo quedó regulada esta materia tras la reforma 
del 91, en el párrafo quinto del artículo 1.903 del Código Civil 
que es el lugar que va a ocupar ahora. Dice así: 

Las personas o entidades que sean titulares de un centro docente 
de enseñanza no superior responderán por los daños y perjuicios 
que causen sus alumnos menores de edad durante los periodos de 
tiempo en que los mismos se hallen bajo el control o vigilancia del 
profesorado del centro, desarrollando actividades escolares, extraes- 
colares y complementarias. 

La sola lectura del nuevo párrafo ya nos pone en evidencia los 
cambios que se han producido con la nueva regulación. Cambios 
que, en su mayoría, responden a las necesidades que se pusieron 
de manifiesto en el periodo anterior a la reforma que acabamos de 
ver, y que no hacen sino recoger y plasmar en el texto legal la 
línea que ya se había iniciado mucho antes, a la hora de inter- 
pretar el antiguo párrafo sexto de acuerdo a las nuevas corrientes 
que se fueron introduciendo. 

Esta regulación, además, clarifica aspectos que en su redacción 
anterior estaban oscuros o planteaban problemas. Vamos a fijarnos 
pues en los cambios más significativos. 

a. Centro docente de enseñanza no superior 

El primer cambio destacable de la reforma es la referencia a 
los centros docentes de enseñanza no superior. Con esta escueta 

so BOE, núm. 7, de 8 dc cncro de 1991 
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referencia ya se consigue, en primer lugar, una mayor especifica- 
ción y concrecibn con relación al ámbito y circunstancias en que 
ha de producirse el daño para que se genere responsabilidad. En 
la anterior redacción, como recordaremos, esto no se especificaba 
y existía la duda de si se refería a todo centro de enseiianza o 
sólo a aquéllos donde se formaban menores e incapaces. 

Además, se puede decir que se adecuan los términos empleados 
a lo que es la realidad de la relación escolar en nuestros días. Así 
ya no se habla de maestros y aprendices, términos que estaban 
ligados a la antigua concepción cuasi-gremial de la enseñanza de 
un oficio, sino que se alude simplemente a alumnos, profesores y 
titulares del centro docente, dejando para otra área lo que es la 
regulación del contrato de prácticas, de formación o de aprendi- 
zaje, como relación laboral. 

Al hablar de centros docentes de enseñanza no superior, se está 
circunscribiendo la aplicación de este artículo a todas las enseñan- 
zas de grad

o 

no superior, es decir, infantil, primaria, secundaria, 
bachillerato, formación profesional de grado medio, música y dan- 
za de grado elemental y medio, y artes plásticas y diseño de grado 
medio; mientras que quedan excluidas, por tanto, las enseñanzas 
universitarias, formación profesional de grado superior y arte dra- 
m á t i ~ o . ~ '  No obstante, hay quienes siguen planteando dudas acerca 
de si se deben entender incluidos o no los casos de enseñanza 
particular (o en domicilio), educación especial o enseñanza de idio- 
m a ~ ; ~ ~  si bien entiendo que no es intención del legislador el in- 
cluirlas. 

Por otro lado, este artículo "no debe aplicarse en los casos de 
daños causados por alumnos menores emancipados, y sí, por ana- 
logía, en los daños causados por alumnos mayores de edad inca- 

"El articulo 1.903 del Código Civil aiectará a los centros donde se imparte ensefianza 
de música y danza en sus grados elemental y medio, <le artes plásticas y de diseño engrado 
mcdio; no usi a los centros de enseñanza de arte dramático (ya que ésta sólo comprendr 
un grado de carácter superior). Respecto a los idiomas dependerá según los casos". Signrs 
Puscual, M., "La re~~orisabilidad de las educadores según el articulo 1.903 del CC tras su 
reforma por Ley 7 enero 1.9913', Lo Ley, 11 de febrero de 1992, p. 960. 

52 Barbero, M. y G., "Responsabilidad civil en centros educativos", Ero!teia ErpBñoia, 
núm. 3.339, 16 de octubre de 1997, p. 19. También muestra dudas, Signrs Pascud, 40. cit., 
nota anterior, p. 960. 
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pac i tado~" .~~  Es decir, que cuando el daño es causado po 
menor emancipado, lo mismo que si lo causa un mayor de e 
lo que entra en juego es el artículo 1.902, CC, respondiend 
propio alumno. 

6 .  Actividades escolares, extraescolares y complementarias 

También mayor especificación se logra al decirse expresame 
que se trata de una responsabilidad que alcanza a los daños ca 
sados no solamente durante el tiempo de duración de las activ 
dades escolares, sino también a los producidos durante el tiem 
en que se llevan a cabo actividades que se pueden calificar 
extraescolares y complementarias. Recordemos que en la redaccion 
anterior no había tal especificación, ya que simplemente se exigía 
que el daño tuviera lugar durante la permanencia de los alumnos 
bajo la custodia de los maestros o directores de artes y oficios. 
No define la ley qué se entiende por este tipo de actividades pero 
podríamos aventurar una aproximación a lo que se quiere decir 
con cada una de ellas. Las actividades escolares y extraescolares 
se desarrollan dentro del horario escolar lectivo, las primeras, y 
fuera de él, las segundas; pero en ambos casos están incluidas en 
los planes docentes del centro y deben haber sido aprobadas por 
el Consejo Escolar. Mientras que las complementarias son activi- 
dades puntuales, no incluidas en la programación pero que deben 
ser aprobadas por el claustro y de las que se debe informar, con 
posterioridad, al Conseio Escolar. 

< 

Esta extensión obedece a que es durante todo ese tiempo cuan- 
do pesa sobre el centro su deber de hacer funcionar adecuada- 
mente sus medidas de organización. Esta misma extensión se va 
a apreciar en el daño que es objeto de reparación y que puede 
afectar al mismo alumno que lo causa, a un compañero o a ter- 
ceros, extensión que es obra de la jurisprudencia. 

53 Pantnlcón Prieto, F., voz "Respotisrihilidnd por hcclio zjcno", E ~ c i c l ~ ~ e ~ i i ~ ~ ~ r i ~ l i c c z  B<;- 
nin ,  Madrid, 1995, 1. IV, p. 5957. Eii c l  misino sentido, DÍZL Alabnri, v j .  c i l ,  nota 19, pp. 
453 y 454. 

c. Responde el titular del centro, no el profesor 

El que responde en todo raso a partir de ahora es el titular 
del centro escolar, ya sea privado o cbncertado (a los centros pú- 
blicos se aplica la responsabilidad de la administración, de modo 
que tampoco responde el profesor sino la propia administración). 
Este se puede decir que es el núcleo fundamental de la modifica- 
ción llevada a cabo, los maestros dejan de responder dire

c

tamente 
por los daños causados por los alumnos y son los titulares de los 
centros los que a partir de ese momento van a asumir esa res- 
ponsabilidad. La titularidad de los centros públicos la ostenta la 
administración, y en los centros privados, sean concertados o no, 
puede recaer en una persona fisica o entidad, como una orden 
religiosa, cooperativa de enseñanza ..., de modo que también en 
ellos la responsabilidad se desplaza a la personas o entidad que 
sea titular de dicho centro.j4 

Esto conlleva, asimismo, un cambio en el fundamento de la 
responsabilidad, si antes decíamos que se basaba principalmente 
en la culpa in  vigilando del concreto maestro, al desaparecer la 
mención a los mismos, la responsabilidad se basa ahora en los 
deberes, inherentes al centro, de organización de las actividades 
docentes y del cuidado de la infraestructura material, siendo, por 
tanto, sus titulares los responsables del buen funcionamiento del 
centro; y, además, en su culpa in elkendo con relación a la elección 
y control del profesorado que emplea. Esto es lo que se puede 
extraer del escueto preámbulo recogido en la Exposición de Mo- 
tivos de la Ley de Reforma. 

No obstante, de lo que no cabe duda es de que, tal y como 
está redactado este precepto, se impone un fuerte deber de vigi- 
lancia y control al centro docente con relación a los alumnos que 
tiene bajo su custodia, deber que, dado que está aparejado al cri- 

ii Se recuerda en las dc ámbito educatiia que, en estc segundo caso, 

"(s)erá a través dc los distintas conciertos educativos que suscriban los titulares de l o  centros 
privados con la administración donde deberá darse un tratamiento favorable al tema de las 
posibles indemnizacianes que tcngan que sufragar los titulares de estos centros, por rcclii- 
mnciones derivadas de responsabilidad subsidiaria en la que pucden hiiber incurrido". El 
M@rlaio fipnñnl,  13 de noviembre de 1990, p. 7.  
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terio organizativo, se materializa no sólo en los concretos profe- 
sores sino que se amplía a todo el personal aunque no sea docente 
-como bedeles o porteros que tenga la obligación de vigilar- 
los mientras están en el centro o realizando actividades escolares, 
extraescolares o  complementaria^.^^ 

A pesar de que se mantienen los deberes de vigilancia, el pro- 
fesor ha quedado excluido del ámbito de responsabilidad por he- 
cho ajeno y ha sido sustituido en la carga de la responsabilidad 
por el titular del centro educativo, salvo que se produzca el daño 
interviniendo culpa o negligencia por su parte, en cuyo caso es 
responsable pero en virtud del artículo 1.902, CC. No obstante, 
aún en este caso, en que la culpa concurre sólo en el docente, 
también es posible declarar la responsabilidad del centro, en apli- 
cación del párrafo cuarto del artículo 1.903, que habla de la 
responsabilidad de los dueños o directores del establecimiento o 
empresa respecto de los perjuicios causados por sus empleados. 

d. Exoneración de la responsabilidad 

Pero es que incluso si el daño es producto exclusivo de la falta 
de cuidado o vigilancia de un profesor determinado, ahora cabe 
también exigir responsabilidad al centro, mientras que antes sólo 
y exclusivamente al profesor en cuestión. De modo que el perju- 
dicado, si se da este caso, puede demandar exclusivamente al pro- 
fesor, pero también puede optar por hacerlo exclusivamente al 
centro o a los dos conjuntamente. 

El centro puede exonerarse si demuestra la ausencia de culpa 
en la vigilancia (articulo 1.903, párrafo último) o en cualquier otro 
extremo referente a la organización, o si el daño proviene de culpa 
directa del alumno, sin que su producción pueda atribuirse al de- 
sarrollo de una actividad escolar. En este último caso la respon- 
sabilidad se atribuirá al alumno o a sus padres/guardadores. 

ii De esm opinióii, es Dc Aiigel (Ángel, o#. d., nota 24, p. 20361, pero no  día^ Alabart, 
quien opina que la responsabilidad del centro con relación ni personal no docenlc, ser6 por 
la vía de la rcsponsubilidad del rmprrsiirio, y no por In recogida en este páiiiifo (Diaz 
Alabart, 011. cit., nota 19, pp. 446 y 447). 
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Esta claro que esto viene a beneficiar al perjudicado que va a 
ver satisfecha su pretensión "tanto en los supuestos en que medie 
culpa por parte clel docente - c u y a  ausencia habrá de demostrar 
el centro- como cuando pueda demostrarse la más mínima ne- 
gligencia en la organización por parte del ~en t ro" .~"  

e.  Derecho de repetición 

También la refornia del 91 introduce la facultad para el titular 
del centro de repetir contra los profesores. Facultad ésta de la que 
antes de la reforma sólo disponía el empresario, con lo que vemos 
nuevamente una aproximación entre ambos supuestos. En caso de 
que haya sido el centro el que ha abonado la indemnización, éste 
puede repetir contra el profesor concreto la cantidad pagada en 
ese concepto (artículo 1.904, 20., CC). Bien sabido que sólo lo 
puede hacer, que sólo entra en juego esta facultad, si el profesor 
ha incurrido en dolo o culpa grave en el ejercicio de sus funciones 
y de ese comportamiento es precisamente de donde se ha derivado 
el daño. 

iA  quién corresponde establecer cuándo ha incurrido el profesor 
en dolo o culpa grave? Está claro que no puede ser el propio 
titular del centro educativo quien a su propia discreción o arbitrio 
determine el grado de culpabilidad y, por tanto, si puede repetir 
o no. En caso de que se trate de un centro público, será la ad- 
ministración la que tenga que incoar un expediente administrativo 
en el que se dé audiencia al profesor interesado y, si en este ex- 
pediente se considera responsable al profesor, todavía éste tendrá 
en su mano interponer un recurso contencioso-administrativo con- 
tra esa decisión. Sólo si en la vía contencioso-administrativa se 
confirma la responsabilidad por dolo o culpa grave del profesor 
en los hechos por los que respondió la administración, podrá ésta 
repetir contra el profesor la cantidad satisfecha. Si es un centro 

SS SRinz-Cantrro Caparros, J. L., "La rcrponsabilidnd civil drri\,ada del delito (Comcn- 
tario u la reforma dcl ;irtículo 22 del Códigii Penal riectunda por Ley 1/1991, <Ic 7 dc 
enero)", Come,ilmius n la Le,liziiú,i Panenril, Manuel Cobo del Rosal (dii-.), Madiid, 1994, t. XVI, 
p. 123. 



privado, su titular tendrá que reclamar judicialmente contra el 
profesor y  robar que éste in

c

urrió en dolo o culpa grave. 
De esto se desprende que si el daño se ha producido mediando 

culpa, pero culpa no grave del profesor, el centro no puede repetir 
la cantidad abonada, lo cual supone una excepción únicamente 
para el caso de la responsabilidad del centro docente, ya que, 
como señala el párrafo primero del artículo 1.904, CC, basta con 
la simple culpa para repetir contra el dependiente; mientras que 
para poder dirigirse contra el profesor, es preciso que éste haya 
obrado con culpa grave o dolo. Esta excepción es calificada por 
la doctrina civilística mayoritaria de "francamente discriminatoria 
con los miles de casos en que en otros sectores civiles y no, cada 
uno pecha con las consecuencias de lo que hace culpo~amente".~~ 
Hay algunos autores que hablan incluso de problemas de incons- 
titucionalidad del precepto, al entenderlo contrario al principio de 
igualdad establecido en el artículo 14, CE, sin que exista razón 
que lo ~ust i f ique.~~ 

3. Conclusiones 

La reforma del 91 consiguió, en la práctica, acallar las recla- 
maciones de los sindicatos y de los maestros en general, ya que 
se consigue el "objetivo básico" de la reforma que era "reducir 
al máximo los supuestos de responsabilidad de los profesores"," 
pero la doctrina estima que técnicamente no ha satisfecho a na- 
die.60 Consideran que se ha perdido una buena oportunidad de, 
en primer lugar, salvar el error histórico por el que se mantiene 
la doble regulación civil y penal del mismo ~upuesto;~' y, en se- 
gundo lugar, de clarificar el tipo de responsabilidad que se regula 
en estos preceptos. 

57 Alhaladejo Garcia, M., Ds&a Lluil, Barcelona, 1994, t. 11, p. 488. 
5s  Diaz Alabart, o!. cit., nota 19, p. 465. 
5s Gómez Calle, "p. cit., nata 35, p. 275. 
60 Yzquierdo Tolsada, u!. d., nota 28, p. 301. 
61 Gómez Gille, "p. cit . ,  nota 35, p. 285. 

Por otro lado, hemos de señalar que lo más destacado de la 
reforma es que los docentes quedan prácticamente excluidos del 
régimen de responsabilidad pasando a s r ~  responsables en 
estos casos, el titular del centro docente o la administración. Este 
cambio en el sujeto responsable ha conducido a la aproximación 
legal de este supuesto al de la responsabilidad del empresario. 

Es reseñable también como, tras un primer momento de calma 
tras la reforma, la incertidumbre y la alarma se vuelven a disparar 
cíclicamente, cada vez que tras un suceso se demanda y condena 
a un centro escolar. Es curioso cómo, en la mayoría de los casos 
que han saltado a la luz, se trata de centros públicos, y cómo, 
según se quejan los propios docentes, todavía hay problemas en 
la aplicación de la responsabilidad directa de la administración. 

1. Extmsión juirprudencial del ámbito de aplicación 

Desde la reforma del 91 hasta nuestros días, son de reseñar los 
matices de sentido introducidos por la jurisprudencia en la apli- 
cación del párrafo quinto del artículo 1.903, CC. 

Fundamentalmente se puede hablar de una extensión del ám- 
bito de aplicación del artículo. Ahora el centro responde no sólo 
por los daños que tienen lugar en el transcurso de las actividades 
escolares (dentro de las cuales se computa el recreo), extraescolares 
y complementarias (dentro de las cuales se incluye el comedor) 
que sean achacables a una omisión en los deberes de organización 
del centro, entendiendo esto en su sentido más amplio; sino que, 
además, se entiende incluido todo daño que tenga lugar después 
de las clases y, en algún supuesto, en el trayecto de vuelta a casa. 

Como ejemplo del primer supuesto, de interpretación amplia de 
la omisión de los deberes de organización, podemos señalar el 
caso de unos alumnos implicados en un accidente que tiene lugar 

s2 Asi lo ponen de reiieue: Yzquierdo Tolsada, u). cil., no& 28, p. 301; y De Ángel, o). 
d., nota 24, pp. 2030 y SS.; id, Tratado de rer)onsiibilidmi cid, Madrid, 1993, pp. 531 y sn. 
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a la hora del recreo, cuando éstos habían abandonado el reci 
escolar, contraviniendo la prohibición expresa del centro al respe 
A pesar de esto se condena al ccntro ya que, se señala, pa 
excusar su resporisabilidad, el centro debería haber probado qu 
hizo todo lo posible para evitar el daño, y el tribunal entiend 
que no fue así, pues si bien es cierto que estaba prohibido sa 
sin permiso, los encargados deberían haber mantenido las puert 
cerradas y evitar que saliera nadie sin autorización (Sentencia 
la Audiencia Provincial de Valencia de 20 de noviembre de 199 

Una vez finalizado el horario escolar, si los menores perman 
cen en las instalaciones del centro por quedar éstas abiertas, 
también responsable el propio centro de los daños que pued 
producirse en ese periodo de tiempo, hasta el cierre material de 
las instalaciones. Así sucedió en el supuesto contemplado por la 
STS, de 3 de diciembre de 1991, en que un menor perdió prác- 
ticamente la visión de un ojo a consecuencia del disparo de ba- 
llesta que lanzó una compañera cuando estaban en el patio del 
colegio después de terminar las clases. 

Pero es que incluso, en algunos casos, se amplía la responsabi- 
lidad del centro al trayecto de vuelta a casa, ya fuera del recin 
y de la actividad escolar. Es el caso, por ejemplo, en que vari 
niños se enzarzaron en una discusión camino de casa, en el tra 
curso de la cual uno de ellos arrojó a otro una piedra que 1 
ocasionó pérdida parcial de la visión de uno de los ojos. El tr' 
bunal condenó en primera instancia a los padres del menor 
arrojó la piedra, pero también al titular del centro escolar; 
obstante, posteriormente la Audiencia Provincial absolvió al ce 
(Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona de 31 de j 
de 1992). En este sentido, sí que se puede añadir que de los dan 
que se producen en el trayecto de vuelta a casa por medio 
transportc escolar, si que suele hacerse responsable al centro 
cente, salvo que se pruebe que esta actividad está a cargo 
alguna empresa que responde con independencia del centro. 

Podemos decir pues, que. así como en un principio se dijo 
el nuevo precepto no establecía una responsabilidad objetiva 
los titulares de los centros educativos, admitiendo que se declarar 
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su falta de responsabilidad cuando se probara que h 
con toda la diligencia; la jurisprudencia, por medio de esta 
tcrpretaciones extensivas del supuesto, ha ido oLjelivando cada vez 
más esta responsabi1ida.d. 

Esta extensión jurisprudencia1 sin duda tiene la ventaja, favora- 
ble 'a la víctima, de no dejar daños sin resarcir; pero nos parece 
que no se puede llevar esta tendencia al extremo, como sería el 
considerar al centro responsable de cualquier y todo daño sufrido 
por el alumno, ya que ello produciría un desprecio por las cir- 
cunstancias concretas del caso -diligencia empleada por el centro 
y el profesor concreto, edad del alumno que puede requerir de 
una mayor o menor atención y vigilancia y, por contra, se 
traduciría en la exigencia de una vigilancia y educación de tal 
tipo, que dé como resultado la imposibilidad material de que se 
produzca ningún hecho dañoso. Dicha vigilancia supondría exce- 
derse en las potestades que los profesores tienen o pueden tener 
y conducirían a una negación del ámbito de libertad personal que 
corresponde al alumno, distinta según su edad, de acuerdo con el 
sentir social. "En la actualidad es totalmente impensable la férrea 
vigilancia y el estricto control que parece exigir el Tribunal Sn- 
premo, especialmente para los menores cercanos a la mayoría de 
edad, a los que en otros paises se ha dado en llamar muy gráfi- 
camente [grandes me no re^]".^^ En este sentido, hay autores que, 
con muy buen criterio, aventuran que "no responderán los edu- 
cadores de aquellos sucesos que entren en el normal desarrollo de 
la vida escolar, de modo que sólo podrían impedirse coartando 
de modo inadmisible la libre actividad de los  discípulo^".^^ Nos 
parece que este es un buen criterio que deberían tener en cuenta 
los tribunales en su línea ascendente de objetivación de la respon- 
sabilidad. 

63 Díaz Alabar!, o). d., nota 19, p. 805. 
6 1  Lacruz Bcrdejo, o). "l., nota 11, p. 574. 
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2. Hacia una responsabilidad objetiva también desde el punto No obstante, si que hay riesgos en el desarrollo de la acti 
de vista doctrinal y legal educativa, funclamentalmente en determinados momentos y 

Es de reseñar que al modificar la redacción del articulo 1. 
CC, en esta materia, el legislador si no optó abiertamente 
introducir el sistema objetivo, es porque optó por no abando 
el fundamento de la culpa, ya que, a pesar de los términos e 
pleados en la exposición de motivos que parecen reflejar un aba 
dono de la culpa in  vigilando como fundamento de esta responsa 
bilidad, no se deduce luego lo mismo de la redacción definitiv 
del nuevo párrafo quinto de este articulo. Es más, está claro qu 
no se podía introducir tal modificación de forma aislada, sin 
que ello requeriría un estudio serio y calmado, y una reforma e 
profundidad de toda la regulación de la responsabilidad por hech 
ajeno y de la responsabilidad civil en general, aunque hay autores 
que no pueden evitar lamentarse de que el legislador haya desa- 
provechado esta ocasión para hacerlo.G5 

Parece que ésta es una tarea que queda pendiente, ya que antes 
de la reforma, pero también y en mayor medida después, la línea de 
la objetivación de la responsabilidad va ganando terreno. La res- 
ponsabilidad objetiva, ya lo hemos dicho, obedece a la aparición 
y generalización de determinadas actividades peligrosas que llevan 
a adoptar e introducir nuevos criterios en el régimen de la res 
ponsabilidad. De entre esos criterios, el más extendido es el del 
riesgo-beneficio, según el cual el que genera un riesgo y con ello 
obtiene un beneficio ha de responder de los daños derivados de 
su actividad. Este criterio, tal y como se ha estado planteando 
hasta ahora, no se puede predicar de la relación maestro-discípulo 
ni, tras la reforma, de la relación centro docente-alumno, ya que ni 
hay actividad arriesgada, "salvo que se presuma que los menores 
de 18 años son de por si  peligroso^",^^ ni se puede considerar la 
enseñanza como una actividad lucrativa. 

práctica de determinadas a~tividadcs, como puede ser el momento 
del recreo o de la comida, o en la realización de prácticas de 
laboratorio, excursiones o salidas culturales. En este aspecto, sí que 
podemos encontrar un paralelismo con lo que ha sucedido con la 
regulación de la actividad empresarial. Al igual que sucedió con 
el mecanicismo en la empresa que o se eliminaba su utilización, 
con lo que implicaba de retroceso para el desarrollo industrial, o 
se admitía, asumiendo los riesgos; algo así sucede con estas acti- 
vidades, donde al riesgo normal de la propia actividad, se suman 
la minoría de edad, impericia e imprevisibilidad de los alumnos 
y las condiciones inherentes del desarrollo de la docencia. De 
modo que, o se elimina toda actividad y ocasión de peligro para 
el menor, lo cual es imposible además de perjudicial para su edu- 
cación, o se asumen las consecuencias que de su realización se 
pueden derivar. Aquí también entra en juego el binomio riesgo- 
beneficio aplicado a la empresa, pero con distintas connotaciones, 
ya que el riesgo a quien reporta el beneficio es al propio alumno 
y no es un riesgo mayor que el que existe, en la realización de 
actividades similares, estando con sus padres. 

Es por esto que nos parece que sería beneficiosa una revisión 
y estudio en profundidad de la situación de la responsabilidad hoy, 
que tenga en cuenta la objetivación pero en su justa medida, aten- 
diendo las circunstancias concretas y especiales que concurren en 
cada caso, y sin rechazar de plano el criterio subjetivo de la culpa 
por seguir un puro movimiento pendular irreflexivo y drástico. En 
el plano concreto de la actividad educativa, parece que la exis- 
tencia del riesgo, que hemos mencionado, ha traído la aproxima- 
ción de esta actividad a lo que sería la actividad empresarial, de 
modo que ya se habla de "empresa d~cente" .~ '  No obstante, no 
se puede zanjar el problema, aplicando sin más las reglas de la 

si Así Gómez Calle, op. ch., nota 35, p. 280, cnclarna "quirá Iiubiera sido prcferibie o/ "El ricrgn de quc sc prodiizcaii dañas en cl curro de ins nrtividadrs cscolarer, ex- 
que, de una vei por todas, el legislador hubiera establecido el carácter objetivo dc ia rcs- tiaescolares y ciirnplemcntai-iar es un riesgo propio dc lo que podria dcnominarsc la ernprmn 
ponsabilidad del tilulai. del centro". <locenle; canccbidii ésm como u n a  unidad cconhmica y dc iirrgos". Gómeí Calle, o@. "l.,  naUi 

65 Sáin~-Cantem Capairos, o). cil. ,  noia 56, p. 119. 35, p. 280 (El subrapdo cii cuisiva es dc in propia autoin). 



720 VERONICA SAN JULIÁN PUIG 

objetivación empresarial, sino que, como ya he dicho, habría qu 
tener en cuenta y respetar, las peculiaridades de esta actividad. 

En este sentido, Rams Albesa parece haber encontrado una fó 
mula para explicar el fundamento de esta responsabilidad que n 
parece muy interesante. El propone, no una oposición de términ 
sino la integración de los mismos, fruto del combinado que s 
produce, para los centros de enseñanza, entre los especiales pode- 
res y deberes inherentes a la patria potestad y a la tutela, y la 
teoría del riesgo empresarial;@' es lo que podría llamarse un mktum 
compositum. No nos parece desencaminada esta propuesta que tiene 
la virtud de conciliar pasado y presente, el fundamento radical y 
profundo de la responsabilidad, con las exigencias de la vida 
derna. Habrá que tenerla muy presente en el futuro. 

3. El seguro y s u  problemas 

Por último hay que tener en cuenta la existencia de un seguro 
de responsabilidad civil en los centros de enseñanza y la necesi- 
dad de profundizar y generalizaf su aplicación, por lo beneficioso 
del mismo. En este sentido, Gómez Calle proponía como solución 
a este tema, combinar la responsabilidad objetiva con el seguro, 
que venía a traducirse en una socialización del riesgo o reparto 
del mismo entre el colectivo de padres que es a quienes considera 
consumidores-beneficiados por el servicio educativo. Dice así: 

Cabria consagrar la responsabilidad objetiva de su titular (de la em- 
presa docente), que, en último término, se encuentra en condiciones 
de calcular la cuantía de esos posibles daños (o, en su caso, de las 
primas de un seguro que los cubra), para incluirla entre los costes 
generales de su actividad y repercutirlo en lo que pagan los consu- 
midores de su servicio (básicamente, los padres de los alumnos).6g 

Además, hay que tener en cuenta a nivel legal, lo dispuesto en 
la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro y en el 

68 Rarns Albesa, J., citado en Lacruz Berdcjjo a). d., nota 11, 1995, p. 522. 
69 Górnez Calle, o). il., nota 35, p. 280. 
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Tercer Convenio' de Empresas de Enseñanza Privada sostenidas 
total o parcialmente con fondos públicos de 8 de julio de 1997. 
Y, a nivel jnrisprudencial, el que en lo relativo a las indemniza- 
ciones, los tribunales toman, a modo de orientación, la tabla es- 
tablecida para los accidentes de carretera en el artículo 40. de la 
Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión 
de los Seguros Privados, tabla que es actualizada cada año por el 
Ministerio de Hacienda. La última actualización la podemos en- 
contrar en la resolución de 22 de febrero de 2002. 

Asegurar la actividad educativa tiene innumerables ventajas, 
además de ser el medio que responde mejor a la objetivación de 
la responsabilidad, pero no podemos dejar de advertir que existe 
un problema y un peligro claro. Estamos en presencia de una 
tendencia generalizada a la objetivación en todos los ámbitos, ten- 
dencia que puede conducir a la bancarrota, ya sea a la adminis- 
tración o a las compañías de seguros, peligro éste que ya ha sido 
puesto de manifiesto por la doctrina administrativista. 

Dado que el límite no se pone en el presupuesto, es decir, en 
cuáles son los hechos que van a ser indemnizados -se dice que 
todos-, el límite se sitúa en la indemnización, ya sea establecien- 
do topes o techos en la cuantía, ya sea a través del establecimiento 
de cláusulas limitativas o de exención de la responsabilidad. Lo 
cual, a mi modo de ver, crea una situación de engañosa cara a 
la víctima, a la que se asegura que en todo caso va a ser resarcido, 
que su interés dañado va a ser repuesto, pero luego, a la hora 
de la verdad, o la reparación no es integral o ni siquiera hay tal 
reparación. 

Indudablemente, nos encontramos.en el área de la responsabi- 
lidad, no sólo del profesorado, sino que esta es una cuestión global 
que tiene idénticas repercusiones y manifestaciones en otras pro- 
fesiones (responsabilidad médica, del constructor...), con un grave 
conflicto de intereses: reparación integral del daño en todo caso, 
por parte de la víctima, e imposibilidad material de tal indemni- 
zación, por parte de quien ha de soportarla. Por un lado, dada 
la tendencia actual que lleva a considerar que ningún daño ha de 
quedar sin reparación, se crea en la víctima la legítima espectativa 
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de esperar ser indemnizada por cualquier daño que sufra en 
persona o bienes, en el sentido más amplio; por otro lado, da 
que económicamente esto es insostenible para un patrimonio pa 
ticular, se generaliza la contratación se seguros, pero como el i 
terés de toda compañía aseguradora es un interés lucrativo, su 
ánimo nunca es la pura beneficencia, ésta articula la forma de 
pagar cuanto menos y en el menor número posible de casos, cosa 
que se consigue con la inclusión de las aludidas cláusulas de exo- 
neración o limitativas y el establecimiento de topes en la indem- 
nización. 

Estos mecanismos contrarrestan, de alguna manera, la objetiva- 
ción, de igual modo que viene sucediendo en otras actividades 
donde, por el riesgo que implicaban, se ha hecho obligatoria ia 
contratación de un seguro de responsabilidad civil (automóviles, 
caza... y ahora parece que también va a serlo para los propietarios 
de ciertas razas de perros). 

No obstante, nos parece que éste es un planteamiento y una 
solución económica del problema, cuando sería conveniente abor- 
dar este tema con criterios jurídicos o, al menos, que quedaran 
claros los principios que sirvan de orientación en este panorama 
de la responsabilidad civil, caracterizado actualmente por una cier- 
ta desorientación y titubeo. 




